Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 9 minutos) 


La Comisión de Medio Ambiente recibe, en la tarde de hoy, al doctor Vignolo y a la doctora Cruz del Ministerio de Salud Pública, al 
ingeniero Lazo de la Intendencia Municipal de Montevideo, y próximamente se unirán a nosotros delegados del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Antes de entrar en el tema, que es por todos conocido, cederemos el uso de la palabra al señor Senador Gargano para referirse a 
una cuestión previa. 


SEÑOR GARGANO.- Pido excusas a los invitados, pero quería hacer referencia en la tarde de hoy a unos materiales que nos han 
llegado para que se les dé trámite al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Tienen que ver con la 
extracción de arena de la playa de Punta Yeguas, que prácticamente está siendo desmontada. Tengo en mi poder las fotos con la 
evolución de esta operación, que ha sido autorizada por la Dirección Nacional de Minería y Geología (DINAMIGE) del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, al parecer -esto es lo que sostienen los vecinos y la gente del Centro Comunal Zonal- sin el estudio de 
impacto ambiental previo por parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


El tema es muy importante, dado que se trata de una zona de esparcimiento de la gente de Punta Yeguas, que comprende una 
vasta zona del Cerro. Solicito que por Secretaría se remita parte de estos materiales al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente para que informe acerca de las medidas adoptadas. Tengo información no confirmada de que se 
tomaron medidas, pero quisiera que me lo confirmen a través de un pedido oficial de informes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se procederá como lo solicita el señor Senador. 


Ingresamos a la consideración del orden del día. Adelantamos a nuestros distinguidos visitantes que el motivo de la convocatoria 
está referido a la situación de los habitantes del asentamiento INLASA por el tema de la plombemia. 


El día 6 de mayo, un integrante de la Comisión de Vecinos del Asentamiento INLASA concurrió a la Comisión para hacer 
comentarios y dar sus opiniones con respecto a la situación actual. Como resultado de esa visita y luego del acuerdo de los 
miembros de esta Comisión, hemos decidido invitar a representantes de los Ministerios mencionados y de la Intendencia Municipal 
de Montevideo a los efectos de intercambiar ideas con respecto a este problema por todos conocido. 


Naturalmente, estoy en condiciones de cederles el uso de la palabra a nuestros invitados si desean tomar la iniciativa, o a los 
integrantes de la Comisión para plantear preguntas concretas. 


SEÑOR LAZO.- Quisiera resumir cuál ha sido la intervención y la participación de la Intendencia Municipal de Montevideo en este 
tema. Todos conocemos el asentamiento INLASA. Desde mediados del año pasado -o tal vez un poco antes- los vecinos nos 
habían indicado que era una zona que se había rellenado. Cuando INLASA trabajaba como fundición de hierro, empleaba chatarra, 
que también contenía plomo, y enterraba las escorias en diversos lugares de la zona, por lo que se inició una investigación, tanto 
en el barrio Cuarenta Semanas como en la fábrica mencionada donde se encontraba la fundición, y se hallaron residuos de 
distintos metales. 


A diferencia de cómo se trabajó en La Teja y en el asentamiento Rodolfo Rincón, acordamos una operativa con el Ministerio de 
Salud Pública que haría un diagnóstico ambiental, y de acuerdo con los resultados que obtuviera, tomaría otras medidas. Así se 
hizo en INLASA y en el barrio 25 de Agosto, de Bulevar Batlle y Ordóñez y el arroyo Miguelete, así como en el asentamiento Los 
Reyes. También, se realizó en el barrio Peñarol, en los alrededores de Radesca. 


La Intendencia Municipal de Montevideo, a través del Laboratorio de Higiene Ambiental, junto con la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente tomaba muestras del terreno, hacía los análisis y enviaba los resultados al Ministerio de Salud Pública. En el caso de 
INLASA, se encontraron concentraciones altas de plomo en el suelo, así como de otros metales, por lo que el Ministerio de Salud 
Pública, a través de la dependencia respectiva, decidió ir con un móvil y hacer todas las tomas necesarias de muestras de sangre, 
fundamentalmente en los niños menores de 14 años y señoras embarazadas, a los efectos de obtener los resultados 
correspondientes. El Ministerio de Salud Pública comunicó al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
que, debido a las condiciones de la construcción, la concentración de plomo y los niveles de plombemia de los niños, todos los 
habitantes de ese lugar debían ser realojados. La Comisión que funcionaba en el Ministerio de Salud Pública tenía relacionamiento 
con una Comisión de Vecinos en la que participaban habitantes de INLASA. 


Posteriormente, ese diálogo con la delegación de vecinos se cortó y tomó participación el señor Fiscal de Corte, doctor Peri Valdés, 
como articulador. A partir de allí se fueron realizando diversas reuniones en la Fiscalía que dieron como consecuencia distintas 
medidas a tomar por los diferentes grupos. Es así que se trabajó fuera de INLASA con el Ejército, la Dirección de Limpieza de la 
Intendencia y la Dirección Nacional de Medio Ambiente en la limpieza de la Cañada Victoria. A su vez, había una denuncia de parte 
de los vecinos de que en INLASA había una gran cisterna, un tanque enterrado con fuel oil. La Intendencia tomó muestras y pudo 
comprobar que había una pequeña capa milimétrica de fuel oil debido a que había sido un tanque de combustible, pero el resto era 
agua no cloacal sino proveniente de filtraciones del subsuelo. Esa cisterna fue vaciada por la Dirección de Saneamiento. 


Por otra parte, había un vertedero de residuos en el centro de la fábrica producido por los mismos habitantes y no podían entrar 
máquinas por las características de esa fosa. Por esa razón se tapó en base a aportes de arena de la División Limpieza de la 
Intendencia Municipal, que fueron distribuidos por los vecinos. También se realizaron trabajos de limpieza en las márgenes del 
arroyo Miguelete y se llevó a cabo la apertura de unas cámaras que no estaban en funcionamiento pero en las que los vecinos 
vertían residuos. Esto ocurrió a fines del año pasado y principios de este. 


El último contacto que hemos tenido con INLASA o con representantes del Fiscal de Corte fue el 24 de enero, oportunidad en que 
fuimos citados por este último. Allí concurrieron el señor Gómez Merello como delegado del Fiscal y el ingeniero Penadés del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En ese momento se planteó que en esos días se habían 
producido tres reasentamientos ocupados por cinco familias. No se trataba de los mismos lugares, puesto que había un 
compromiso con el Fiscal de Corte de que iban a tapiar los lugares que quedaran desocupados o demoler las paredes. El señor 
delegado del Fiscal de Corte había entendido que iban a controlar que no hubiera asentamientos pero los vecinos, en esa reunión, 
dijeron que no iban a actuar como policías. En ese entonces, la Intendencia propuso hacer un nuevo censo puesto que se decía 
que había mucha más gente que en el censo anterior. En ese sentido, el delegado de los vecinos se comprometió a ir al Centro 
Comunal junto con la asistente social y el Secretario de este Centro para realizar un nuevo censo. El representante del señor Fiscal 
de Corte iba a gestionar una vigilancia policial por la calle Del Cid y Gutiérrez de manera que si había más asentamientos no 
ingresara más gente. 


Ese fue el último contacto que la Intendencia tuvo directamente con los vecinos de INLASA. Sé que no concurrieron al Centro 
Comunal, ese censo no se realizó, aunque lo habían aprobado. La semana pasada recibimos una nota de dos miembros de la 
Comisión de Defensa de la Vida Contra el Plomo, en la que pedían una inspección urgente por peligro de demolición de la fábrica. 
Allí concurrió un técnico del Departamento de Acondicionamiento Urbano de la Intendencia Municipal e hizo un informe muy 
detallado -del que voy a dejar copia- en el que concluye que es necesario el reasentamiento de todos los vecinos -sobre lo que creo 
que todos estamos de acuerdo- pero que aparentemente no había peligro inmediato de derrumbe. Ese predio, así como otros de la 
vereda de enfrente, pertenecían a INLASA, y por los últimos datos que tiene la Intendencia, sabemos que están bajo jurisdicción 
del Banco de la República a causa de un embargo, aunque no tenemos los datos exactos de la situación en que se encuentran. Es 
decir que la Intendencia no tiene jurisdicción directa en esos predios. 


Aclaro que voy a dejar una copia del informe del técnico actuante la semana pasada. 


SEÑOR VIGNOLO..- Por los datos que tenemos del Ministerio de Salud Pública sobre el asentamiento de INLASA, sabemos que a 
fines del año pasado había 68 viviendas con un total de 233 personas. Como bien decía el representante de la Intendencia, se 
realizaron controles de plombemia en la población existente y se encontró que un 20% de ella tenía niveles de entre 20 y 44 
microgramos por decilitro, o sea que estaban por encima de lo que se considera -entre comillas- "normal" y estaban en situación de 
requerir tratamiento. Este, comparado con otros asentamientos del área, se encuentra por debajo, porque Rodolfo Rincón, por 
ejemplo, tiene 24% por encima de 20, y Primus 35%, lo que quiere decir, obviamente, que se trata de uno de los asentamientos que 
tiene menor cantidad de microgramos por decilitro por encima de 20. 


Se realizó el análisis de plombemia a la población de riesgo, y la situación actual es que se trasladaron aproximadamente quince 
familias hacia otros asentamientos, fundamentalmente a aquellas con integrantes con porcentajes superiores a 20, que requirieran 
ser tratados en la policlínica del Pereira Rossell. A su vez, se enviaron muestras a la Facultad de Química para corroborar -porque 
los estudios que hace esta Casa de Estudios tienen mayor sensibilidad y especificidad- que los resultados fueran realmente 
adecuados. Los lugares ocupados por estas familias fueron reocupados por otros habitantes. 


Esta es la información que tenemos, según el relevamiento realizado en el día de hoy por la médica de familia de la zona, doctora 
María del Luján Cerviño. De acuerdo con los últimos datos, gracias a la educación para la salud que se hizo en la zona y a las 
medidas de prevención primaria y de promoción de salud, fundamentalmente con respecto a medidas de higiene, los niveles de 
plombemia han disminuido. 


En lo que respecta a INDA, se siguen entregando las canastas a aquellos que están por encima de 20 microgramos, y en lo que 
refiere a la parte asistencial, son atendidos en las Policlínicas Tres Ombúes, Montserrat y en el móvil de Servicio de Asistencia 
Externa. 


SEÑORA CRUZ.- Deseo puntualizar que, sabiendo las carencias de acceso de esa población tan carenciada, el móvil que continúa 
funcionando está implementado de tal forma que permite que las familias que están en Cañada Victoria, INLASA y Primus, lleguen 
a la Policlínica de Plomo del Hospital Pereira Rossell. Este móvil funciona a través del apoyo del INAME, del Servicio de Asistencia 
Externa de Salud Pública y de la Intendencia Municipal de Montevideo. Cada uno de estos organismos se encarga de poner una 
vez por semana el móvil que corresponde para llevar a las familias y a los niños que deben controlarse a la Policlínica de Plomo, 
que funciona en el Pereira Rossell los lunes, miércoles y viernes. Si bien la Policlínica comienza a atender a la hora 12, el móvil 
inicia su recorrido a las 10, con un horario estipulado en el que, por ejemplo, a las 11 y 30 pasa por INLASA. Cabe destacar que 
también regresa a las familias a sus hogares. En esa Policlínica son evaluados todos los niños que tienen valores por encima de 
20; además de pediatras, los examinan los toxicólogos y, de ser necesario, se realizan evaluaciones con otros especialistas. 


Los tratamientos que se estipulan se basan fundamentalmente en el suministro de hierro, y no se ha hecho el de quelaciones, que 
es el que se lleva a cabo cuando los niños tienen valores muy altos, es decir, por encima de 40 microgramos por decilitro. 
Puntualmente, debo decir que ningún niño de INLASA debió ser sometido a este tipo tratamiento, porque se entendió que con el 
mejoramiento en la parte dietética, el control en los hábitos de juego del niño y el tratamiento de higiene diaria, sobre todo en los 
niños pequeños que gatean y están en mayor contacto con el suelo, se podrían obtener valores adecuados. Incluso, la encargada 
de la Policlínica de Plomo del Pereira Rossell nos informó que todos los chicos de Primus que fueron realojados y ahora están 
viviendo en María Orticochea, mejoraron notoriamente los resultados sólo con el hecho de haberse trasladado y retirarse del 
entorno contaminado donde tenían mayor contacto con el plomo. 


SEÑORA AGUINAGA.- Concurro en representación de la Dirección Nacional de Medio Ambiente. Debo decir que cuando llegue la 
citación a la Dirección Nacional de Vivienda, su Director tendrá el gusto de concurrir a esta Comisión a dar las explicaciones del 
caso. 


Como técnica de la Dirección Nacional de Medio Ambiente he participado durante todo el proceso de evaluación de la 
contaminación con plomo. En lo que tiene que ver específicamente con INLASA, en cuanto se conoció el caso estuvimos 
trabajando con la Intendencia Municipal de Montevideo y el Ministerio de Salud Pública, y se encontró que había problemas de 
contaminación del suelo. Esto llevó a que se realizaran los estudios de plombemia que ya fueron informados por el Ministerio de 
Salud Pública. 


Como Subcomisión de la Comisión Interinstitucional de Plomo, junto con el Ministerio de Salud Pública y la Intendencia, 
asesoramos a la Comisión en cuanto a que esos habitantes deberían ser realojados, dadas las condiciones ambientales. Ese 
informe pasó del Ministerio de Salud Pública al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, donde se está elaborando 
un trabajo sobre los futuros traslados, que será informado por la Dirección Nacional de Vivienda. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera saber si la coordinación de la Comisión Interinstitucional sigue siendo la misma que había establecido 
el Ministerio de Salud Pública y, a su vez, me gustaría conocer la integración actual, porque son cosas que no nos han quedado 
claras, en virtud de cierta información que integrantes de diferentes lugares con problemas nos han planteado. 


Por otro lado, en lo que tiene que ver con el tema de INLASA, sobre el que ya existe coincidencia en todos los ámbitos acerca de la 
necesidad de un traslado, tengo interés en saber en cuánto tiempo se podría efectivizar. 


Además, existe una discordancia entre el número de cuatro familias dado por el delegado que concurrió en nombre de los vecinos, 
y las quince que se ha dicho aquí que se han trasladado. Me gustaría que analizáramos a qué obedece la diferencia numérica. 


También quisiera saber si los estudios que se hacen en el Pereira Rossell son tan complejos que implican la necesidad imperiosa 
del traslado. Consulto esto porque uno de los planteos de los vecinos es el hecho de que ese traslado implicaba para ellos perder 
un día de trabajo, lo que es bastante significativo, máxime cuando el trabajo es irregular. 


SEÑOR LAZO.- Antes de responder a la señora Senadora, quisiera hacer algunas aclaraciones. El primer asentamiento tratado fue 
el de Rodolfo Rincón, a principios del año 2001. Luego de una coordinación entre el señor Intendente y el señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, se acordó -aunque la Intendencia no tenía responsabilidad en la parte de 
tierras y construcción de viviendas- que la Intendencia entregara un predio a ese Ministerio, para que éste se encargara de 
construir las viviendas correspondientes a ese asentamiento. En aquel momento se trataba de unas 70 viviendas, y en agosto de 
2001 se licitaron 108 viviendas. Según tengo entendido, por problemas en el llamado a licitación o por dificultades relacionadas con 
algunos reclamos, aún no ha sido adjudicada la licitación para la construcción de viviendas para Rodolfo Rincón. 


El caso del asentamiento Primus es distinto; éste está ubicado en Uruguayana y el arroyo Miguelete, y ya estaba previsto 
trasladarlo, dentro del Plan de Saneamiento Urbano lll, puesto que allí va la conducción del Miguelete, margen izquierda. Quiere 
decir que fue una coincidencia. Se trataba de terrenos rellenados, donde había niños que tenían un índice alto de plombemia, y el 
cambio de habitación se llevó a cabo en el mes de noviembre de 2001, en que se reasentaron las 43 familias afectadas; algunas de 
ellas fueron a María Orticochea y otras a General Hornos. 


En lo que tiene que ver con INLASA, nuevamente el Ministerio solicitó a la Intendencia la posibilidad de cesión de un terreno, el que 
aún no ha sido entregado por las siguientes razones. La Intendencia compró el terreno para Rodolfo Rincón en un plazo de 
alrededor de 60 días, es decir, en forma bastante rápida, teniendo en cuenta todo lo que es el proceso de tramitación de los 
organismos públicos. Sin embargo, la Junta Departamental objetó la forma en que se hizo la compra, lo que también fue 
cuestionado por el Tribunal de Cuentas. Cabe aclarar que no fue el Departamento de Desarrollo Ambiental el que realizó la compra, 
sino el de Recursos Financieros. Por lo tanto, en lo que tiene que ver con INLASA se procedió de otra forma, y ya desde fines del 
año pasado se comenzaron a buscar distintos terrenos, realizando un análisis de los suelos. En principio, la Intendencia sacó tres 
muestras y la Dirección Nacional de Medio Ambiente tomó otras seis; después de eso, la Intendencia volvió a tomar seis más, junto 
con la citada Dirección, de modo de tener un amplio muestreo del terreno elegido, que está siendo negociado en este momento. Es 
por estas razones que se ha producido una demora en la concreción de la entrega del terreno para INLASA al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Respondiendo a las interrogantes planteadas por la señora Senadora Xavier, debemos decir que en un principio esta Comisión se 
denominaba Interinstitucional, y su Plenario estaba integrado por el Ministerio de Salud Pública, las Facultades de Química y de 
Medicina, la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la Dirección Nacional de Vivienda, la Dirección Nacional de Alimentación, el 
Banco de Seguros del Estado y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, no sólo a través del INDA sino también de Salud 
Ocupacional. También se integró la Intendencia Municipal de Canelones. Se trataba de un Plenario bastante amplio, en el que se 
realizó todo el intercambio de datos que las instituciones tenían. 


A su vez, funcionaban simultáneamente otras Comisiones, como por ejemplo una referida a la salud. La Intendencia participaba en 
dos Subcomisiones: una de Evaluación de Viviendas -donde actuaba junto con la Dirección Nacional de Medio Ambiente y con los 
asistentes sociales del Ministerio de Salud Pública- y otra de Educación, en la que trabajaba con el Ministerio de Salud Pública y 
con ANEP. En esta última, se programaban todas las jornadas a realizarse en la zona, ya fuera en escuelas, centros sociales y 
comunales y en el resto del departamento, o sea, no era sólo en aquel momento en La Teja. 


A raíz del cambio de autoridades del Ministerio de Salud Pública, la Dirección General de la Salud quedó acéfala por un tiempo. 
Como es sabido, antes estaba dirigida por el doctor Touyá. Luego de un período de alrededor de treinta días -cuatro o cinco 
semanas, tal vez- se reunió nuevamente, a pedido del doctor Curto, y allí se propuso, luego de haberse hablado con el señor 
Ministro, institucionalizar una Comisión. Se trató de desarrollar un texto similar al elaborado cuando se formalizó la Comisión de 
Lucha contra el Cólera. Este texto aún no ha sido aprobado por todas las partes. La idea era que esta Comisión se reuniera una 
vez al mes y que las Subcomisiones siguieran funcionando con la posibilidad de adoptar resoluciones sin consultar al Plenario. Esta 
es la situación actual de la Comisión. En definitiva, está a estudio un texto posible de decreto, en el que figura su integración y sus 
objetivos. 


SEÑOR PRESIDENTE. El ingeniero Lazo señaló que en algún momento se interrumpió el diálogo con los vecinos. Pregunto, 
concretamente, cuál fue la razón de ello. Recuerdo que con motivo de la visita del representante del asentamiento INLASA, se 
expresó que en determinado momento las reuniones cesaron porque las personas dejaron de concurrir. Asimismo, se afirmó que 25 
días atrás -tomando como referencia el 6 de mayo- había tenido lugar la última reunión, a partir de la cual los integrantes del 
asentamiento habían decidido dejar de concurrir. Reitero que me gustaría saber cuáles fueron los motivos de esa decisión. 


SEÑOR LAZO.- Aquí se deben tener en cuenta dos situaciones. La última reunión que menciona el señor Presidente refiere a los 
encuentros que mantenían los vecinos con la Fiscalía de Corte; su vez, el diálogo con la Comisión Interinstitucional -que seguía 
invitando a los vecinos a reunirse todos los viernes o a veces cada quince días- se cortó allá por los meses de julio o agosto de 


2001. Eso fue decidido así por los vecinos debido a cierta interpretación que se dio a determinadas palabras de un integrante de la 
Comisión. Luego de eso, no volvieron a concurrir hasta que el señor Fiscal de Corte resolvió articular el relacionamiento Estado- 
sociedad -como él lo denominó- y comenzó a reunirse. Inclusive, cuando se realizaban los trabajos de Rodolfo Rincón, se firmaban 
actas entre los vecinos y la Fiscalía de Corte, en las que figuraba a qué se comprometían las partes. Pero esto era siempre a través 
de la citada Fiscalía. A mi entender, lo que indica el vecino al hablar de la última reunión, que tuvo lugar 25 días antes del 6 de 
mayo, refiere a las reuniones con el Fiscal de Corte o con delegados de esa Fiscalía, pero no con la Comisión Interinstitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siguiendo la línea de su exposición, y a los efectos de poder ilustrarnos un poco más sobre el tema, sería 
útil saber la razón por la cual el Fiscal de Corte participaba en estas reuniones, y si efectivamente él actuaba personalmente o lo 
hacía a través de algún delegado. 


SEÑOR LAZO.- No les puedo decir exactamente la razón, porque fue una decisión de la Fiscalía de Corte que, además, expresó 
que no tenía intención de intermediar, sino de articular. Recuerdo que la primera reunión a la que concurrí y en la que estaba 
presente el señor Fiscal de Corte, tuvo lugar a raíz de una citación del señor Vicepresidente de la República, en ese momento 
Presidente en ejercicio, al Comité de Crisis que sesiona en determinadas circunstancias. A veces teníamos reuniones en la 
Fiscalía, donde estaba el propio Fiscal conjuntamente con sus asesores, uno de los cuales era licenciado de la Facultad de 
Ciencias, el señor Gómez Merello, con quien manteníamos entrevistas o conversaciones telefónicas. La razón última no la sé. 


SEÑORA AGUINAGA.- Quisiera reafirmar lo que dijo el ingeniero Lazo tratando, además, de brindar alguna explicación. La 
Comisión Interinstitucional funcionaba y los vecinos participaban de ella, hasta que un día decidieron no seguir haciéndolo porque 
no les convencía cómo se estaban desarrollando las cosas y tomaron sus propios caminos. 


Posteriormente, surge la invitación del Fiscal de Corte para ser articulador de los distintos actores en el ámbito del Vicepresidente. 
El Fiscal de Corte cita en su ámbito a instituciones o personas que trabajan en la Comisión Interinstitucional, así como a otros 
actores que no estaban haciéndolo en ella. Quiere decir que se trata de un ámbito distinto en el cual hemos participado todos de 
alguna manera, pero no todos juntos. Recuerdo una reunión a la que fueron citados la ANEP, la Intendencia, DINAMA y el Ejército 
para cementar las escuelas. De modo que el ámbito de trabajo del Fiscal de Corte era absolutamente independiente del de la 
Comisión Interinstitucional, que coordinaba y asesoraba a sus respectivas autoridades. 


SEÑOR LAZO.- Volviendo sobre la pregunta del señor Senador, debo decir que los vecinos se habían entrevistado con el Fiscal de 
Corte a principios del año pasado, el que luego inició una acción de oficio de carácter penal, una de las tres que hay en esta 
materia vinculadas al tema del plomo; la segunda es un recurso de amparo y la otra es del Fiscal Viana. Dichas acciones tuvieron 
su curso, y luego de que los vecinos se retiraron de la Comisión, fueron nuevamente a hablar con el Fiscal, a quien pidieron su 
participación, momento en el que comienza a intervenir directamente en las conversaciones. 


SEÑORA XAVIER.- Lo que había quedado pendiente de respuesta era el planteo acerca de si era imprescindible hacer el traslado 
hasta el Hospital Pereira Rossell y si no se podía realizar la atención en el mismo lugar, dado el planteamiento de los vecinos, por 
el tiempo que ello implicaba y los costos desde el punto de vista laboral. 


SEÑORA CRUZ.- Ese fue un planteamiento que se discutió a nivel de la Comisión, porque entendíamos que de alguna manera 
había que dar una respuesta a la demanda asistencial que estaba creciendo cada vez más con relación a la cantidad de chicos que 
podían tener valores por encima de 20, estimándose en un 20% de las poblaciones analizadas hasta ese momento. 
Considerábamos que era necesario generar suficiente capacitación de los profesionales que actuaban en la periferia como para 
poder contener esa demanda y que no tuviéramos que trasladarlos necesariamente, destinando al Pereira Rossell a aquellos 
chicos que precisaban tratamientos muy específicos con especialistas o la visita de un neurólogo, un neuropediatra o cualquier 
especialista que no se puede encontrar en la periferia. 


Quisiera contar brevemente la experiencia que viví con el caso que se nos presentó en el departamento de Soriano. Hasta hace un 
mes estuve trabajando con hospitales de agudos del interior y concretamente en el mes de enero nos informaron que el proyecto 
PIAI de Presidencia estaba analizando un asentamiento en el barrio Aparicio Saravia de la ciudad de Mercedes. En el relevamiento 
previo del terreno se detectaron valores muy altos de plomo en suelo, lo que determinó que DINAMA nos hiciera llegar esa 
información y a través de la Dirección General de la Salud instrumentara la operativa a desarrollar. En ese caso puntual se nos 
preguntó qué íbamos a hacer si se nos presentaban valores similares, de más de 20, en el 20% o 25% de los niños. De esta forma, 
instrumentamos en el mes de febrero la capacitación de cinco pediatras del Hospital de Mercedes, quienes fueron a la Policlínica 
de Plomo a hacer su pasantía para especializarse, y estuvieron en contacto con los toxicólogos y los pediatras que ya venían 
trabajando en eso. Fue así que pudimos solucionar el tema asistencial, porque podemos decir que actualmente funciona como una 
pequeña policlínica de plomo en dicha ciudad. Sólo tuvimos que trasladar a un niño que registraba un valor muy alto de plombemia; 
en este caso, se instrumentó su traslado a Montevideo y su internación, y se procedió a realizar el tratamiento. Además, ello 
coincidió con la incorporación de un equipo sofisticado, analizador de plomo, que se suma al equipamiento para detección de 
plomo en sangre con que contábamos y que funciona en el ex Hospital Filtro, el LAPS, Laboratorio de Asistencia Periférica del 
SAE. La ventaja de este nuevo equipo consiste en que no trabaja con sangre fresca, sino con sangre que se puede congelar. Eso 
nos permitió, en Soriano, hacer la extracción durante toda la semana de las muestras de sangre, congelarlas y traerlas cada siete 
días a Montevideo. Cuando el móvil retornaba al Hospital de Mercedes, lo hacía con los resultados de la semana anterior. 


Ese aspecto volvió a traer a la mesa de discusión la cuestión relativa a cómo seguir haciendo la planificación de ahora en adelante, 
de forma de ir resolviendo esos casos que están por encima del valor 20. Evaluados en el Pereira Rossell, se concluyó que esos 
niños no han sufrido repercusión en su crecimiento ni en su desarrollo y no registraron un déficit en cuanto a su destreza en la 
escuela ni otro tipo de secuela. El pediatra va a determinar la frecuencia de los controles. A pesar de que ya existen pautas de 
control y seguimiento según el valor de plombemia y la edad del niño, el pediatra será quien determine, evaluando los factores de 
riesgo a los que éste está expuesto, con qué frecuencia debe volver a la policlínica y si lo debe examinar o debe ser evaluado por 
la psicóloga u otros especialistas. En ese caso, uno de los planteamientos a desarrollar por la Comisión Interinstitucional y 
especialmente por el área asistencial -que es donde participa el Pereira Rossell y el Servicio de Asistencia Externa- consiste en 
determinar la manera de resolver los casos a nivel periférico, con los especialistas que tenemos y con los pediatras que el año 
pasado y el presente han ido acumulando experiencia en terrenos donde no la había. Digo esto, porque se trata de un fenómeno 
nuevo que sorprendió a muchos pediatras que no pensaban en esa problemática cuando se evaluaba a un niño, especialmente 
porque a veces los síntomas son sumamente inespecíficos y no son característicos de una enfermedad en concreto. 


SEÑORA XAVIER.- Entonces, la doctora Cruz diría que se está realizando toda una educación en la periferia. Por ejemplo, para 
esta zona de Montevideo que hoy es la más afectada, por más que haya distancia entre los tres asentamientos, ¿en qué plazo 
estaríamos en condiciones de tener capacitados a los profesionales de allí? Además, quisiera saber si se ha verificado el 
cumplimiento de las canastas con refuerzos de la alimentación para los niños del lugar. 


SEÑORA CRUZ.- Como decía el ingeniero Lazo, estamos en la etapa de evaluación del proyecto de resolución para 
institucionalizar el funcionamiento de la Comisión. Uno de los planteamientos que se hicieron apuntaba a encontrar soluciones a 
breve plazo. Según lo que hemos recabado en Soriano, entendemos que por la experiencia acumulada de los especialistas, de los 
pediatras que ya vienen evaluando un número muy importante de niños, en un mes o un poco más se podría instrumentar una 
instancia de capacitación. Además, la Policlínica de Plomo del Pereira Rossell, funcionando tres veces por semana con un número 
acotado de especialistas, no podría dar cumplimiento a la demanda. La valoración de la plombemia se va transformando en una 
necesidad asistencial y tal vez en el futuro se incorpore como una prueba de rutina más. 


SEÑOR VIGNOLO.- Con respecto a lo que decía la señora Senadora, quiero señalar que la cifra de quince familias puede no ser 
precisa, ya que es una información muy reciente que obtuvimos con el médico de la zona, pero no tenemos registros concretos al 
respecto. Esta sería una aproximación y quizás luego les enviemos un informe con la cantidad precisa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la segunda pregunta formulada por la señora Senadora Xavier, en cuanto a la actuación 
del INDA en lo que tiene que ver con las canastas de alimentación entregadas, la señora Senadora Pou acaba de brindar a la Mesa 
un informe del Director Administrador del INDA, que daría respuesta a esa interrogante y que va a ser repartido a los señores 
Senadores. 


SEÑORA POU.- En la sesión pasada de la Comisión, a los efectos de no demorar más, quedé encargada de comunicarme con la 
gente del Instituto Nacional de Alimentación. Así fue que manifestamos la preocupación que se nos había expresado y que, por 
supuesto, hacía suya la Comisión respecto de las canastas; la respuesta la tenemos por escrito. En el informe enviado se nos hace 
saber que la entrega de esas canastas nunca se ha detenido y, además, se nos envió los listados de los meses de enero, febrero, 
marzo y abril, que me encargué de revisar y cotejar. Puedo decir que no sólo figuran siempre los mismos nombres sino que, 
además, mes a mes se han ido agregando algunos más, lo cual es notorio. Por tanto, ha aumentado el número de canastas con las 
que se ha venido asistiendo a esta gente. 


SEÑOR CID.- Me queda claro que algunas de las afirmaciones que se hicieron en el seno de la Comisión por parte del 
representante de INLASA no se ajustaban exactamente a los hechos que se están relatando aquí. Más allá de que no surge 
claramente quién ejerce la coordinación de la Comisión Interinstitucional, que antes estaba a cargo del Ministerio de Salud Pública - 
eso aquí no se dijo- hay ánimo de institucionalizar el funcionamiento, que era uno de los cuatro puntos de la minuta de 
comunicación que votó el Senado en forma unánime, que planteaba como una necesidad para encarar en forma jerárquica y con 
nivel de representatividad, el problema del plomo. Es evidente que estamos en ese camino. Reitero que no resulta claro quién la 
coordina y veo que hay planteamientos que circulan por el despacho del Fiscal de Corte y otros correspondientes al funcionamiento 
de la Comisión. Cuando hablamos personalmente con el Director del Instituto Nacional de Alimentación en los primeros meses del 
año pasado, él demostró una excelente disposición a mandar las canastas a aquellas personas que tenían niveles de plombemia 
mayores a 20 microgramos por decilitro. En aquella oportunidad, el motivo de nuestra llamada fue ampliarlo a los niños que tenían 
valores de plombemia menores a esa cifra, ajustándonos a lo que la Organización Panamericana de la Salud recomendaba como 
niveles críticos de plomo en sangre. Allí el Director del INDA expresó su disposición a contemplar esos casos -y esto se hizo- 
aunque ello no figura en el informe. Digo esto, porque dicho dato no figura en el papel, en el que se hace nuevamente referencia a 
los 20 microgramos por decilitro. En ese mismo sentido, creo que las cifras que maneja el Ministerio de Salud Pública no se ajustan 
a la realidad epidemiológica, porque los riesgos de salud no están por encima de dicha cifra, sino que comienzan en una inferior. 


Quisiera saber qué porcentaje de niños hay con niveles de plombemia por encima de los 10 microgramos por decilitro, que es el 
valor que plantea como crítico la Organización Panamericana de la Salud. Hago esta aclaración, porque las cifras que se están 
manejando aquí, con valores por encima de los 20 microgramos por decilitro, ya de por sí son muy preocupantes y supongo que 
más de la mitad de los niños de esos asentamientos deben tener una cifra mayor a 10 microgramos por decilitro. 


Por otro lado, cuando se habla de quince familias trasladadas, entendemos que se trata de una cifra realmente insignificante, a 
juzgar por la cantidad de personas afectadas en los asentamientos Rincón, INLASA y otros que tienen menores niveles críticos. 
Tomando en cuenta que la Intendencia Municipal de Montevideo, en tiempo récord, hizo la compra del terreno y que ello motivó 
distintas objeciones y planteos políticos, quisiera saber por qué el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente no ha laudado el llamado a licitación y ha implementado el comienzo de las edificaciones, a efectos de hacer el traslado - 
que es la única solución definitiva; todo lo que hemos analizado hasta ahora es paliativo- de estas familias y de estos niños. 
Mientras tanto, las medidas higiénicas se pueden ir implementando, pero luego de haber visitado INLASA y Rincón, sabemos que 
es imposible decir a un niño que no juegue en un suelo que está contaminado con plomo; es imposible que con medidas educativas 
a niños que no tienen capacidad de raciocinio y decisión e, incluso, de captación de la enseñanza de los padres, se puedan corregir 
esos niveles de ingreso de plomo al organismo. 


Concretamente, quiero realizar dos preguntas. La primera de ellas se la formulo al Ministerio de Salud Pública y apunta a saber la 
cantidad de niños que tienen valores de plombemia por encima de 10 microgramos por decilitro. La segunda es al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y concretamente se refiere a por qué y en qué plazos podemos estar 
previendo que se laude la licitación a la cual fue convocada dicha Cartera, a efectos de comenzar el traslado de las familias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores invitados no tienen la respuesta concreta, sería conveniente que la proporcionaran en el 
futuro inmediato por escrito, ya que no se encuentran presentes los representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR VIGNOLO.- En este momento, la coordinación de la Comisión la está ejerciendo la doctora Raquel Rossi, que es la 
Directora Nacional de Salud, cargo que anteriormente ocupaba el doctor Touyá. 


Con respecto a la pregunta del señor Senador Cid, no tengo las cifras globales, pero sí para cada uno de los asentamientos. Por 
ejemplo, en Rodolfo Rincón por encima de 10 hay un 85%, y en INLASA por encima de 10 hay un 82%. 


SEÑORA AGUINAGA.- Esa información la podrá proporcionar la Dirección Nacional de Vivienda oportunamente, ya sea por escrito 
O personalmente. En tal sentido, voy a trasmitir la pregunta formulada. 


Por otra parte, quiero informar algo que se está haciendo desde la DINAMA que tiene que ver con el tema que estamos tratando. 
Como bien decía el señor Senador Cid, los niños van a seguir viviendo encima de la tierra contaminada con plomo y el Ministerio 
de Salud Pública va a tener que continuar atendiéndolos, lo que va a continuar siendo un gasto para el país. En ese sentido, en la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente próximamente -quizás la semana que viene- se concretará la propuesta de un convenio con 
la Universidad de la República, que será coordinado por la red temática de medio ambiente, en la cual participarán las Facultades 
de Ingeniería, de Química y de Agronomía. Dicho convenio tiene por objeto hacer un estudio más profundo de contaminación con 
plomo en un área limitada que hemos propuesto. Debe recordarse que todo nuestro trabajo realizado durante el año pasado ha 
sido una evaluación del plomo en las viviendas de niños con valores de plombemia altos, a los efectos de determinar si el problema 
provenía de su vivienda o de algún otro ámbito de juego. Hemos estado trabajando mucho sobre este aspecto, aprendiendo 
metodologías de evaluación y utilizando todo tipo de herramientas, pero nos hemos concentrado en la atención particular caso por 
caso, barrio por barrio, como lo hemos hecho en Rodolfo Rincón e INLASA. 


Como esto no será suficiente, porque la zona continuará con su problemática, este convenio tiene por objeto que la Universidad 
haga estudios en profundidad del suelo y determine cuáles son los futuros usos que se le podrá dar o las posibles opciones de 
remediación. Por ejemplo, a través del mapeo de toda la zona se podrá determinar cuál hay que cercar y no usar nunca más, o a 
cuál hay que cambiarle cincuenta centímetros de tierra para mejorarla, así como otras opciones y sus respectivos costos. Este 
convenio tiene un monto de U$S 170.000, pero la dificultad de firmarlo reside en los recortes que tenemos. Al llevarse a cabo, en 
un primer informe, a los seis meses ya podremos tener un diagnóstico más profundo y una división de las diferentes áreas con los 
distintos riesgos. Aclaramos que siempre se hará con la metodología de la Universidad y, por supuesto, aprovechando toda la 
experiencia que hemos adquirido en estos tiempos. Con todo esto, pretendemos que en un futuro no muy lejano cambie el área de 
La Teja. 


SEÑOR CID..- Este tema de la remediación de suelos viene siendo analizado desde hace bastante tiempo, y me alegro que se haya 
implementado un convenio para intentar ponerlo en práctica. 


A la luz del escaso número de reasentamientos de familias -aproximadamente quince- y de este convenio con la Universidad de la 
República, me pregunto si surge alguna alternativa al reasentamiento a través de la remediación de suelos. En definitiva, ¿el 
Ministerio o la Dirección Nacional de Medio Ambiente, estarían planteando la remediación de suelos como alternativa al traslado y 
al reasentamiento de familias? Me parece que es una pregunta que tiene un alto contenido político, es decir, si se ha cambiado la 
estrategia con respecto a las familias afectadas con niveles de plomo alto. 


SEÑORA AGUINAGA.- Acá hay dos líneas de trabajo: por un lado, continuar con lo que estamos haciendo hasta ahora, es decir, 
estudiando caso por caso, y por otro, hacer una planificación futura del área. A través del convenio con la Universidad se busca 
obtener una propuesta -no tenemos idea de su financiación- real de cómo debería ser abordada el área de La Teja en cuanto a su 
uso como vivienda. Quizá haya zonas que puedan no estar tan contaminadas y que nosotros no las hemos estudiado porque no 
han aparecido niños con problemas. Quiere decir que para una planificación en serio del futuro es imprescindible contar con este 
diagnóstico y con propuestas de opciones. Las de remediación o de traslado surgirán luego de los estudios, pero previamente no 
tenemos respuesta acerca de cuáles van a ser. Quiero que quede claro que se trata de dos líneas de trabajo diferentes, que son la 
actual y la derivada del convenio para tener una propuesta futura que solucionaría los temas de salud que devengan. Esa es el 
área de trabajo de la DINAMA. 


SEÑOR LAZO.- En cuanto a lo que decía el señor Senador Cid respecto de la remediación, en el primer trimestre del año pasado 
acordamos -lo consultamos con la Dirección Nacional de Medio Ambiente y lo recogimos en los textos técnicos- efectuar una 
remediación en base a una capa de cemento de morteros de hormigón en aquellas casas que lo permitían. Es decir, cuando el 
grupo de evaluación de viviendas va a una casa en la trama urbana con un patio de tierra, que es lo único que determina que tiene 
contaminación y donde habitualmente está el niño, se le pone una capa de hormigón. Esto lo está llevando a cabo la Intendencia 
desde el año pasado y ya se hizo en diecisiete viviendas de la zona de La Teja, fundamentalmente, y no en el barrio Rincón donde 
se descartó totalmente por lo imbricado de la trama. El otro tema de remediación que tuvo publicidad en los medios de 
comunicación y que fue sustentado por la Facultad de Agronomía, lo recogió la Intendencia Municipal en junio del año pasado a 
través de una nota al Decano, en aquel momento el ingeniero Durán, y se comenzó a hacer una serie de tratativas con la Facultad 
a través del método del agregado de apatita al suelo. Luego vinieron las vacaciones en la Universidad y en estos momentos, en el 
mes de mayo, recién se están comenzando los trabajos. Esto era precisamente para un predio de Ameghino y Emilio Romero que 
lo había comprado la Intendencia antes de surgir este problema del plomo, para un asentamiento de vecinos que tenían que 
cambiar de lugar de vivienda por el Plan de Saneamiento, y al hacer las mediciones se constató que tenía plomo. Ese 
procedimiento también fue adoptado y no sabemos qué resultado va a obtenerse, pero el informe lo va a dar la propia Facultad de 
Agronomía, que nos dirá para qué usos podrá ser tomado en cuenta el terreno; todos esos datos técnicos se brindarán al final del 
plazo de tres meses. Debo aclarar que en estos momentos recién está comenzando porque los trámites con la Facultad de 
Agronomía llevaron mucho tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere dar cuenta de que, debido a uno de los planteos formulados en la sesión pasada por un 
señor Senador con respecto a cuáles eran las acciones que ANCAP tenía proyectado tomar en cuanto a este tema, nos 
encargamos de hacer los contactos del caso y el señor Presidente del Directorio de ANCAP, señor Jorge Sanguinetti, está 
dispuesto a concurrir a la Comisión para brindar personalmente el informe que sea del caso. Además, estará a las órdenes para 
contestar las preguntas que deseen plantearle. Si los demás miembros de la Comisión no tienen inconvenientes, lo invitaríamos a 
venir el próximo lunes. Si todos estamos de acuerdo, así se procederá. 


No habiendo más preguntas que formular a nuestros invitados, les agradecemos mucho su presencia y quedaremos en contacto 
porque, sin duda, este tema es permanente y plantea una gran preocupación. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace a la hora. Es la hora 17 y 7 minutos) 
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